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Resumen: El presente artículo científico detalla la investigación realizada sobre la problemática 
que se genera por la frecuente vulneración de los derechos de los ciudadanos cuando se tratan 
problemas relacionados con el derecho a la resistencia y consecuentemente a la protesta social. 
En un sinnúmero de casos, las personas inmersas en protestas sociales pacíficas son detenidas 
y juzgadas por infracciones como atentar contra la propiedad privada, contra la paz social 
y más, pero nunca se habla del derecho a la resistencia y a la protesta social. El trabajo se 
fundamente científicamente en base al artículo 98 de la Constitución del Ecuador, el cual señala 
que las personas disponen del Derecho a la Resistencia social. Para ratificar el criterio que 
en Ecuador no se aplica el artículo 98 se ha investigado a 200 abogados de la provincia de 
Cotopaxi, estos afirman que usualmente se vulneran derechos de las personas involucradas en 
casos relacionados con protestas sociales. La discusión jurídica hace notar que la aplicación 
del Derecho a la resistencia, en la práctica es muy complejo y por ello es que usualmente se 
vulneran derechos de ciudadanos que han intervenido en protestas sociales, existe una línea 
muy delgada entre el derecho a la resistencia pacífica y la infracción común contra la paz social 
y la propiedad privada, esto conlleva a la ineficiencia práctica del artículo 98 promulgado en la 
Constitución del año 2008.
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Abstract: This scientific article details the research carried out on the problems generated 
by the frequent violation of citizens’ rights when dealing with problems related to the 
right to resistance and consequently to social protest. In countless cases, people involved 
in peaceful social protests are detained and tried for infractions such as violating private 
property, against social peace, and more, but the right to resistance and social protest is never 
discussed.   The work is scientifically based on Article 98 of the Constitution of Ecuador, 
which indicates that people have the Right to Social Resistance. To ratify the criterion that 
Article 98 does not apply in Ecuador, 200 lawyers from the province of Cotopaxi have been 
investigated, who affirm that the rights of the people involved in cases related to social 
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protests are usually violated. Two prosecutors from the province of Cotopaxi have also been 
interviewed, who also assure that the application of the Right to resistance, in practice, is 
very complex and that is why the rights of citizens who have intervened in social protests are 
usually violated. The legal discussion notes that there is a very fine line between the right to 
peaceful resistance and the common offense against social peace and private property, this 
leads to the practical inefficiency of article 98 promulgated in the 2008 Constitution.
  Keywords ─ Right to resistance, social protest, social peace, violation, rights.
Introducción
El derecho de resistencia no se lo puedo considerar como algo novedoso, esto debido a que, desde la antigüedad se hallan hechos que demuestran su aplicación. Así por ejemplo en la mitología 
griega, Antígona decide desobedecer el decreto de Creón, invocando las leyes no escritas de los dioses, 
para poder enterrar a su hermano Polinice, fallecido en la batalla de Tebas. En la antigua Grecia, 
Sócrates es sentenciado a muerte bajo los cargos de impiedad, falsas enseñanzas y por desobediencia 
a la fe en los dioses ancestrales. Sócrates se opuso a cambiar de ideas y murió por envenenamiento. 
(Hidalgo, 2019, pág. 12)
El derecho a la resistencia es una institución jurídica reconocida en el ámbito internacional, como la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, en forma expresa, así como en el preámbulo de la 
Constitución de en Ecuador de igual forma de América, entre otros Estados. (Nevares, 2019)
El derecho de resistencia posibilita disentir legítimamente de una decisión del gobernante, esto 
es, de desobedecerla sin que pueda ser considerada una infracción la ley. Se ejerce el derecho de 
resistencia cuando se desobedece un mandato que se considera ilegítimo por no respetar algo anterior, 
que quien resiste trata de garantizar. El ejemplo más claro de esto es la desobediencia civil, que expone 
de manera no violenta la injusticia de una disposición sin negar la aceptación general del sistema 
por eso exige haber agotado las vías legales para denunciar la ilegitimidad de la ley y suspender su 
obligatoriedad y suele ser pasiva. La desobediencia civil tiene aspectos en común con la objeción de 
conciencia, que también es pacífica y no discute, en general, el sistema. (Pereira, 2015, pág. 16)
En distintos países de la región, la reacción del Estado frente a la protesta social es con el Código 
Penal en la mano. En otras palabras, el problema es que existen muchos delitos que se utilizan, o que 
podrían ser utilizados, para reprimir la protesta social. Muchos de estos tipos penales, a su vez, son de 
dudosa compatibilidad con el sistema interamericano de derecho humanos: algunos son imprecisos, 
o no protegen bienes jurídicos relevantes o concretos, o tienen un ámbito de prohibición demasiado 
amplio. A esto hay que agregarle la propia naturaleza del sistema penal, que no opera ante todos los 
casos, sino que es selectivo. (Bertoni, 2010, pág. 35)
La Corte Europea de Derechos Humanos ha mostrado un especial cuidado para resguardar las 
manifestaciones públicas. Bajo el paraguas de protección a la libertad de expresión, el tribunal 
europeo ha dicho reiteradamente que las autoridades públicas deben mostrarse tolerantes frente las 
manifestaciones pacíficas, aun cuando la utilización del espacio público para dichas acciones cause 
inevitables molestias en la vida cotidiana de otras personas. (Mansilla, et al., 2011)
Del mismo modo, tanto la Corte Europea como el Comité de Derechos Humanos de la Organización 
de las Naciones Unidas aceptan determinadas regulaciones de “tiempo lugar y modo”, siempre y 
cuando no se conviertan en un obstáculo para que una manifestación tenga lugar. En otras palabras, 
las restricciones estatales sólo se justifican cuando se trata de medidas estrictamente proporcionales 
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que se toman para asegurar que las manifestaciones se desarrollen pacíficamente, y no para frustrar la 
expresión de las opiniones. (Ávila, 2012, pág. 17)
La constitución del Ecuador del año 2008, promulga Derechos a la Resistencia, así tenemos en el 
artículo 98, en el cual se señala que: “Los individuos y los colectivos podrán ejercer el derecho a la 
resistencia frente a acciones u omisiones del poder público o de las personas naturales o jurídicas no 
estatales”. Este derecho también se lo puede vincular con el artículo 111, el cual se manifiesta que: 
“Se reconoce el derecho de los partidos y Movimientos políticos registrados en el Consejo Nacional 
Electoral a la oposición política en todos los niveles de gobierno”, (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008), la vinculación se da debido a que se posibilita la oposición política al estado y eso se 
puede considera como una variante de resistencia.
El ejercicio del derecho de resistencia se transforma en algo ilegitimo cuando su intención no está 
dirigida a manifestarse bajo los mecanismos de la protesta sino a producir perjuicios en los bienes 
jurídicos ajenos. Para evitar este problema, se debe iniciar de la norma que: una acción de protesta 
causa perjuicios, y que estos deben ser los más leves posibles. En ese sentido, el mal que se causa debe 
ser menor al mal que se quiere evitar con el ejercicio de la medida, de modo que debe tratarse de una 
protesta que reclame sobre la afectación a un derecho fundamental considerado de mayor importancia 
que los bienes jurídicos afectados en las protestas. Entonces se entiende porque el derecho penal debe 
extremar la punición y/o represión solamente a los casos en los que las protestas son únicamente un 
entorno de maquillaje para comisión de un delito. (Asanza, 2016, pág. 48)
En el Ecuador, en estos últimos años se han dado varias protestas sociales que han sido la 
manifestación del Derecho a la resistencia, pero, las mismas han degenerado en situaciones confusas 
y violentas, lo que ha dado origen a una transgresión de la paz social y por lo cual han sido juzgados 
muchos de sus participantes. Esta afirmación se ratifica con los datos obtenidos de la prensa nacional.  
De los resultados obtenidos se puede deducir que el derecho a la resistencia en la actualidad ha 
sido un discurso polémico en el ámbito político y legal; sobre todo por la persecución política que se 
mantiene cuando organizaciones salen a las calles a realizar manifestaciones, movilizaciones, a favor 
de los derechos fundamentales del pueblo ecuatoriano.
También se puede deducir que existen dificultades para reconocer a la protesta social como parte 
del derecho a la resistencia. Esto quiere decir que realmente el derecho a la protesta social, así como 
el derecho a la resistencia genera dificultades para su ejercitación y pueden muy fácilmente ser 
vulnerados para perjuicio de la gente.
En razón de todo lo antes expuesto, dentro de la presente investigación, se demostrará como el 
derecho a la protesta social, no está siendo reconocido dentro del Derecho a la resistencia.  
La problemática puede ser formulada en la siguiente forma: ¿En muchas ocasiones se vulneran 
los derechos constitucionales de las personas al no respetarse el derecho a la resistencia a la protesta 
social?
Para resolver esta problemática se ha desarrollado el presente trabajo investigativo, el cual tienen 
como objetivo general: Determinar los parámetros del Derecho a la resistencia por parte de los 
individuos y colectivos frente a acciones u omisiones del sector público o de las personas naturales 
o jurídicas no estatales que vulneren o puedan vulnerar los Derechos Constitucionales.  Para lograr 
este objetivo general, es necesario alcanzar los siguientes objetivos específicos: Fundamentar jurídica 
y doctrinariamente el derecho a la resistencia, los legitimados pasivos en contra de los que se ejerce 
el derecho a la resistencia y los derechos constitucionales. También se debe establecer que el derecho 
a la resistencia no tiene parámetros establecidos para su ejercicio. Finalmente se debe determinar 
los parámetros dentro de los cuales se debe ejercer el Derecho a la resistencia para que no se puedan 
vulnerar los derechos constitucionales.
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 Algunos aspectos que fundamenta teóricamente el presente trabajo investigativo son:
En el Ordenamiento Jurídico del Ecuador hasta que se promulga la Constitución del Ecuador en el 
2008, en la Sección Segunda, Organización Colectiva,  se establece por primera vez el derecho a la 
resistencia, así el Art. 98 dice: “Los individuos y los colectivos podrán ejercer el derecho a la resistencia 
frente a acciones u omisiones del poder público o de las personas naturales o jurídicas no estatales que 
vulneren o puedan vulnerar sus derechos Constitucionales, y demandar el reconocimiento de nuevos 
derechos”. (Constitución de la República del Ecuador, 2008, pág. 86)
El texto del Art. 98 de la Constitución de la República del Ecuador establece de manera general 
que los individuos y colectivos frente a acciones del poder público o de personas naturales, ejerzan el 
derecho a la resistencia cuando se vulneren sus derechos constitucionales, ésta norma constitucional 
incluye los derechos individuales, colectivos, políticos.
Durante todos los tiempos han sido considerables los acontecimientos ocurridos en la Historia 
Universal, son varios los casos en los que los pueblos de todas las épocas de la humanidad, han 
recurrido a la resistencia y a la oposición, cuando han sido conculcados y violados sus sagrados 
derechos a la vida, a la libertad de expresión, al trabajo, a una vida digna, a los actos dictatoriales 
de los gobiernos de turno. A raíz de la segunda guerra mundial, el derecho resistencia, se convierte 
en “Derecho reservado a los ciudadanos frente a la tiranía, que legitima la insurrección contra los 
poderes ilegítimos y la eliminación física de quienes los ejercen”.
Un concepto general del derecho a la resistencia es aquel que se lo considera como un derecho de 
participación ciudadana, un derecho a oponerse a acciones u omisiones del poder público o de personas 
naturales o jurídicas no estatales que vulneren o puedan vulnerar sus derechos constitucionales”. 
El derecho a la resistencia se puede confundir fácilmente con el derecho a la libertad de reunión 
y asociación establecido en el Art. 66 numeral 13 de la Constitución de la República del Ecuador, 
éste último es reclamar en las calles y hacer huelgas lo que se diferencia del derecho a la resistencia 
que deviene de actos u omisiones del Estado que vulneran los derechos constitucionales, debiendo 
el Estado respetar y garantizar que nos resistamos y que el Estado está en la obligación de suspender 
dichos actos hasta que se ejerza nuestro Derecho a la Resistencia. (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008, pág. 57)
La protesta social en Ecuador es de importancia por ser un referente de la lucha contra la vulneración 
de los derechos constitucionales, que permite a los sectores sociales recurrir al derecho a la resistencia 
y a la protesta en las calles como único instrumento al que recurren los sectores excluidos y movimientos 
sociales a ser escuchados y con el fin de proponer alternativas que permitan viabilizar alternativas 
frente al manejo social, económico y político del país.
Dentro del Marco Jurídico Internacional, el derecho a la resistencia es una institución jurídica y se 
encuentra reconocida en el Preámbulo de la Declaración de Independencia de los Estados Unidos, en 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Declaración de los Derechos del hombre y el 
Ciudadano.
En esta perspectiva Esteban Rodríguez, (2003) señala: “El derecho a la protesta sea el primer 
derecho, es el derecho a tener derechos, es el derecho que llama a los otros derechos.  El derecho 
a la protesta es la puesta en acción de la dignidad, la oportunidad de hacer valer la dignidad” pag 
(14).  La criminalización de la protesta es una de las manifestaciones de la judicialización de la 
política, la posibilidad de transformar los conflictos sociales en litigios judiciales; de leer la realidad 
bajo la lupa del Código Orgánico Integral Penal. Criminalizar, entonces, será despolitizar y por 
añadidura, deshistorizar, sacar del contexto a los conflictos sociales, emplazar a otras instituciones 
como interlocutores de los problemas sociales. El derecho a la protesta y el conflicto de intereses con 
otros derechos. (Rodríguez, 2003, p.10)
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Por su parte, Gargarella, se refiere a una protesta social vista desde una perspectiva constitucional, 
puesto que la misma constituye una de las expresiones para ejercer el derecho a la resistencia; 
siendo entendida como una demanda concreta de la ciudadanía cuando la marginalización 
social (desindustrialización, la ruptura de la sociedad salarial, la desindicalización, sumada al 
desmantelamiento del Estado Social) constituye un proceso de desafiliación que se materializa en una 
pérdida de derechos. (Gargarella, 2012, p.15)
En resumen, la protesta social es el derecho a tener derechos, es el derecho a protestar, es el 
mecanismo para exigir y recuperar los demás derechos.  Resaltando que en el núcleo esencial de los 
derechos de la democracia se ubicaría el derecho a criticar al poder público y privado; pues no hay 
democracia sin protesta. (Caiza, 2016 Págs. 10 -12)
La Constitución de la República del Ecuador en concordancia con el criterio de la Relatoría Especial 
para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos CIDH, que 
ha considerado que las huelgas, los cortes de ruta, el copamiento del espacio público e incluso los 
disturbios que se puedan presentar en las protestas sociales pueden generar molestias o incluso daños 
que es necesario prevenir y reparar.  Sin embargo, los límites desproporcionados de la protesta, en 
particular cuando se trata de grupos que no tienen otra forma de expresarse públicamente, comprometen 
seriamente el derecho a la libertad de expresión.  (Caiza, J, 2017, Págs. 31–37)
La Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), suscrita en la Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos San José, Costa Rica, en vigencia desde el 18 
de Julio de 1978, del cual es Parte el Ecuador y que fuera Ratificada el 8 de Diciembre de 1977, en la 
cual se ha afirmado que los Estados tienen obligaciones de respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos en contextos de protesta, de tal forma que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
ha manifestado la relación de interdependencia e indivisibilidad de los derechos ejercidos a través de 
las manifestaciones públicas y acciones de protesta social.  En particular el Sistema Interamericano 
ha reconocido la relación existente entre los derechos políticos, la libertad de expresión, el derecho 
de reunión y la libertad de asociación.
El Derecho a la Libertad de Expresión está consagrado en el artículo IV de la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre; en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. Esta Comisión ha considerado en numerosas ocasiones que “las manifestaciones públicas 
como ejercicio de la libertad de expresión”. Esto porque la expresión de opiniones, difusión de 
información y articulación de demandas constituyen objetivos centrales de las protestas. Al respecto, 
la CIDH y su Relatoría Especial para la Libertad de Expresión han reiterado que “la libertad de 
expresión se inserta en el orden público primario y radical de la democracia, que no es concebible sin 
el debate libre y sin que la disidencia tenga pleno derecho de manifestarse”.  (CIDH, 2017)
La protesta social también encuentra protección en el derecho de reunión consagrado en el 
Artículo XXI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; Artículo 15 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El derecho de reunión protege la congregación 
pacifica, intencional y temporal de personas en un determinado espacio para el logro de un objetivo 
común, incluida la protesta. Como tal, es indispensable para la expresión colectiva de las opiniones 
y puntos de vista de las personas. El ejercicio del derecho de reunión tiene una importancia esencial 
para la consolidación de la vida democrática de las sociedades y, por tanto, reviste un interés social 
imperativo.
El derecho a la Resistencia tiene entonces relación directa con otros derechos que también son 
violados por el Estado, como se ha manifestado son principalmente el derecho a asociarse, reunirse o 
manifestarse en forma libre y voluntaria, determinado en el Art. 66 numeral 13 de la Constitución de 
la República del Ecuador. (Constitución República del Ecuador, pág. 57) 
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Metodología
Se ha trabajado con un paradigma investigativo de tipo cuali-cuantitativo, esto con la finalidad de 
investigar la percepción sobre la vulneración de derechos en el ámbito del derecho a la resistencia y 
también en el aspecto de la protesta social. El aspecto cuantitativo tiene que ver con una investigación 
de campo entre los abogados de Cotopaxi y el aspecto cualitativo se lo ha desarrollado en base a 
análisis de casos relacionados   estas circunstancias.
Los tipos de investigación aplicados son: bibliográfica que ha permitido elaborar el fundamento 
teórico respectivo basado en libros y artículos científicos; de campo que se ha desarrollado en el 
ámbito judicial de Cotopaxi mediante encuestas y entrevistas.
Los métodos investigativos utilizados son: El inductivo-deductivo aplicado para generar una solución 
específica para luego hacerla general, también se empleó el método analítico sintético para elaborar el 
fundamento teórico, aquí se analizó la información recopilada y se sintetizo en el fundamento teórico.
Las técnicas investigativas aplicada fueron: la encuesta y la entrevista.
Los instrumentos asociados a las técnicas fueron el cuestionario y la guía de entrevista.
Se trabajó con una población involucrada en la problemática que estuvo compuesta por los 
profesionales del Derecho en el libre ejercicio que se hallan registrados en el Colegio de Abogados 
de Cotopaxi, esta población actualmente llega a un número de 413 profesionales. Para determinar 
la muestra que fue aleatoria se aplicó la fórmula para poblaciones finitas y que está dada en los 
siguientes términos:
Muestra = (Población)/((Población – 1)*e2 +1)
El error asumido es del 5%, reemplazando valores se obtuvo una muestra a investigar de 202 
personas. De esta muestra se entrevistaron a 2 fiscales y se encuestaron a 200 abogados. Luego de 
que se definió la población y la muestra se diseñaron el cuestionario y la guía de entrevista respectiva.
Resultados
Una vez que se han aplicado las encuestas, se han obtenido los siguientes resultados:
1.  ¿Conoce usted los aspectos fundamentales del Derecho a la resistencia?
 Figura 1. Resultados de la pregunta No 1
Fuente: Ab. Yessenia Guato
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2.  ¿Piensa usted que hay una vulneración de derecho a la libre expresión cuando hay casos de 
personas involucradas en procesos de protesta social?
 Figura 2. Resultados de la pregunta No 2
Fuente: Ab. Yessenia Guato
3.  ¿En su percepción profesional, el uso del Derecho a la resistencia ha sido de difícil aplicación?
 Figura 3. Resultados de la pregunta No 3
Fuente: Ab. Yessenia Guato
4.  ¿Conoce usted si existen muchos casos donde una protesta social ha sido juzgada como derecho 
a la resistencia (Casos: Los 10 de Luluncoto, Los estudiantes del Central Técnico, ¿Los mineros 
de Intag?)?
 Figura 4. Resultados de la pregunta No 4
Fuente: Ab. Yessenia Guato
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5.  ¿Cree usted que en el Ecuador se han vulnerado frecuentemente los derechos de las personas que 
han querido ampararse en el derecho a la resistencia (Casos de ejemplo: Los 10 de Luluncoto, Los 
estudiantes del Central Técnico, Los mineros de Intag, ¿García Ibarra entre otros)?
 Figura 5. Resultados de la pregunta No 5
Fuente: Ab. Yessenia Guato
De los resultados obtenidos se han generado las siguientes conclusiones:
•  La gran mayoría de los investigados (72%) afirman que frecuentemente hay una vulneración de 
derechos cuando se tratan de casos relacionados con el derecho a la resistencia.
•  Casi la totalidad de los investigados (90%) afirman que usualmente hay una vulneración de derechos 
cuando hay casos de juzgamiento de personas involucradas en procesos de protesta social.
•  Casi un 70% de los investigados señalan afirmativamente que el uso del Derecho a la resistencia 
ha sido de difícil aplicación.
•  Un 76% de los investigados señalan que no existen muchos casos donde una protesta social ha sido 
juzgada como derecho a la resistencia.
•  Un 78% de los investigados en la ciudad de Latacunga considera que en el Ecuador se han 
vulnerado frecuentemente los derechos de las personas que han querido ampararse en el derecho 
a la resistencia.
Existen casos específicos como “Los estudiantes del Colegio Central Técnico”, “Los 10 de Luluncuto” 
y más donde una protesta fue sancionada como rebelión y terrorismo.
Discusión 
El Ecuador ha sido escenario de constantes protestas sociales que se presentan ante las discrepancias 
con los gobiernos de turno, ante la historia de injusticia ha habido una respuesta a la resistencia o 
protestas sociales.  No obstante, las protestas sociales en la mayoría de lugares y momentos, no han 
sido ni autorizadas ni reguladas, pero ello no ha impedido que las sociedades las utilicen como medio 
para buscar una conquista, defender un derecho o hacer público el descontento.
Numerosos han sido los debates sobre hasta dónde el derecho a la protesta puede ir en contravía 
con otros derechos y como resolver los conflictos de vulneración de derechos constitucionales y hasta 
dónde los medios utilizados como son las protestas en plazas y el cierre de vías son aceptados por las 
leyes vigentes y cuál debe ser el operar de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, como 
la policía ante estos hechos.
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En general las protestas se producen porque se agotan las vías jurídicas, entonces los gobiernos son 
ineficaces y las condiciones de vulneración de derechos constituciones se conservan y las protestas 
sociales se provocan por un estado de necesidad. 
El reconocimiento de los derechos humanos son el fruto de grandes e importantes luchas populares 
en diferentes contextos históricos y sociopolíticos logrados a través de movimientos y organizaciones 
sociales y de muchos métodos de protesta que han permitido entrever las condiciones de opresión, 
injusticia, marginación y discriminación en que viven gran parte de la sociedad. 
La protesta social es también una garantía de los derechos, un instrumento de defensa y tutela de 
los derechos que depende directamente de sus titulares quienes a través de vías directas de acción 
reclaman y defienden un derecho.
Las protestas en rechazo de las políticas públicas  siempre van dirigidas a los diferentes niveles del 
gobierno y casi nunca se han enmarcado en un diálogo armonioso que permita establecer condiciones 
favorables para quienes participan de las protestas ni para el Gobierno, de tal manera que al no existir 
consensos de las partes, el Estado aplica mecanismos constitucionales y legales para reprimir las 
protestas sociales y criminaliza tales actos repeliendo con fuerza pública para contener el ejercicio 
del derecho a la resistencia colectiva que exigen al Gobierno el cumplimiento y reconocimiento de 
sus derechos; y, de ésta manera el Ecuador al criminalizar las protestas sociales lo hace a través de los 
medios judiciales incriminando principalmente a los líderes sociales con el solo propósito de limitar 
especialmente el Derecho a la Resistencia, a la libertad de expresión y asociación. 
Las normas penales a través de las cuales se criminaliza las protestas sociales se encuentran 
tipificadas en el Código Orgánico Integral Penal promulgado en el Suplemento del Registro Oficial 
No. 180  de 10 de Febrero 2014 y sus reformas de 30 de septiembre del 2015 y 24 de diciembre 2019, 
han sido principalmente tipificadas en el Capítulo V,  Delitos Contra la Responsabilidad Ciudadana, 
Sección Tercera, Delitos Contra la Eficiencia de la Administración Pública,  Art. 283 referente al 
ataque y resistencia, delito que es sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a dos años 
cuando la persona ataque o se resista con violencias o amenazas a empleados públicos, depositarios 
o agentes de la fuerza pública, y, si la misma conducta es cometida por muchas personas y con un 
concierto previo se sanciona con pena privativa de libertad de uno a tres años, si se comete incitando 
a la Fuerza Pública a realizar tales conductas será sancionado con las penas anteriores aumentada en 
un tercio, si la conducta produce lesiones o la muerte será sancionada con pena privativa de libertad 
de cinco a siete años la primera y de veintidós a veintiséis años la segunda.
Otra norma penal aplicable a la criminalización de las protestas sociales se encuentra tipificada 
en el Capítulo VI, Delitos Contra la Estructura del Estado Constitucional, Art. 345 que refiere al 
Sabotaje, delito que sanciona las acciones que afectan el entorno económico del país o el orden 
público, sancionando estos actos con pena privativa de libertad de cinco a siete años y si se destruye 
infraestructura de los sectores estratégicos de siete a diez años.
El Código Orgánico Integral Penal en el Capítulo VII Terrorismo y su Financiación prescribe el Art. 
366 que refiere al Terrorismo, norma legal que establece una pena privativa de libertad de diez a trece 
años para las personas que individualmente o formando asociaciones armadas, provoque o mantenga 
en estado de terror a la población o a un sector de ella; y, en el numeral 3 establece la misma sanción 
para la persona que realice actos de violencia que por su naturaleza, causen o puedan causar lesiones 
o constituyan un peligro para la seguridad de estos o sus ocupantes en un transporte terrestre, a bordo 
de una aeronave, nave, en una plataforma fija marina, en puertos, aeropuertos, instalaciones de áreas 
estratégicas, servicios básicos esenciales o ambiente. Este delito con el que de forma general se ha 
procesado a un ciudadano común como terrorista es peligroso ha sido utilizado en contra de dirigentes 
estudiantiles, políticos de oposición, líderes indígenas. (Código Orgánico Integral Penal, págs. 76).
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Hay que mencionar que usualmente que, los dirigentes sociales, los líderes de comunidades 
campesinas, estudiantes ecologistas y más son quienes frecuentemente recurren a las movilizaciones 
sociales, y es a ellos a quienes se les desconoce su Derecho a la Resistencia y el derecho a manifestarse 
pacíficamente.  Específicamente se pueden señalar casos emblemáticos como: el de los “estudiantes 
del Colegio Central Técnico” (Meneses, 2019), “los mineros de Intag” (Andrade, 2017) y los “10 de 
Luluncoto” (Avila, 2014) donde la protesta social fue considerada como “rebelión y terrorismo “. 
Es importante señalar que Derecho a la Resistencia tiene protección en instrumentos internacionales 
como es la Convención Americana de Derechos Humanos que tiene un papel fundamental y protege 
los derechos de los seres humanos.  
La protesta suele ser un importante medio de acción y de prosecución de objetivos legítimos por 
parte organizaciones y colectivos y se encuentra protegida por el derecho a la libertad de asociación, 
previsto en el artículo XXII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 
artículo 16 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Protección que, por otra parte, 
tiene dimensiones específicas, como los derechos sindicales y el derecho a la huelga. El Consejo de 
Derechos Humanos ya ha reconocido el vínculo entre la libertad de asociación y la protesta al expresar 
que “otros derechos que pueden ser aplicables en caso de protestas pacíficas incluyen, por ejemplo, 
el derecho a la libertad de asociación”. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado 
que la libertad de asociación “presupone el derecho de reunión y se caracteriza por habilitar a las 
personas para crear o participar en entidades u organizaciones con el objeto de actuar colectivamente 
para la consecución de los más diversos fines, siempre y cuando éstos sean legítimos”. Esto implica 
el derecho a agruparse. En dicho informe, la CIDH (2016), “consideró que el derecho de reunión 
(…) es básico para el goce de diversos derechos tales como la libertad de expresión; el derecho 
de asociación y el derecho a defender los derechos. La participación política y social a través del 
ejercicio del derecho de reunión es un elemento esencial para la consolidación de la vida democrática 
de las sociedades y, por tanto, reviste un interés social imperativo”.  
La finalidad de buscar la realización común de un fin lícito, sin presiones o intromisiones que puedan 
alterar o desnaturalizar dicha finalidad”. Al respecto, la Comisión destaca que entre los fines lícitos 
y legítimos de la libertad de asociación se encuentran las manifestaciones públicas y las protestas 
sociales. La protección que se concede a la libertad de asociación se extiende durante toda la vida de 
la asociación e incluye posibilitar el ejercicio de los fines para los cuales se constituyó. 
Conclusiones
La generalidad establecida en el Art. 98 de la Constitución de la República del Ecuador que establece 
que los individuos pueden ejercer el derecho a la resistencia frente a acciones u omisiones del poder 
público o de personas naturales o jurídicas permite al Gobierno criminalizar las protestas sociales 
que reclaman la vulneración de sus derechos, éste artículo no menciona que dichas protestas deberán 
realizarse en forma pacífica, lo cual no permitiría al Estado ninguna arbitrariedad por las cuales se 
procese penalmente al ciudadano común.  
No se debe exigir que el Derecho a la libertad de reunión pacífica tenga como requisito previo una 
autorización para uso del espacio público. 
No hay que establecer responsabilidad alguna a los líderes de las agrupaciones sociales ni a otros 
participantes por comportamientos violentos de otras personas. 
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En las manifestaciones pacíficas el Estado velará porque no se cometan violaciones y abusos a los 
derechos humanos contra la sociedad civil, periodistas, medios de comunicación, defensores de los 
Derechos Humanos.
Las instituciones judiciales no han establecido mecanismos y procedimientos que permitan a las 
víctimas el acceso a una justicia pronta y exhaustiva que permita sanciones a los agentes de policía y 
Fuerzas Armadas por el uso excesivo de la fuerza.
El gobierno y la Función Judicial del Ecuador, no han podido garantizar el derecho a la libre 
expresión que permita el cumplimiento de los estándares establecidos por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos.
La Asamblea Nacional no ha podido proponer un proyecto de ley en el que el Estado establezca 
procedimientos claros, precisos de tiempo, modo y lugar de las protestas sociales bajo los principios 
de igualdad de todos los participantes, con respeto al Derecho a la resistencia.
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